
 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL 

 

ASUNTO APELACIÓN SENTENCIA – ORDINARIO 

DEMANDANTES 
JORGE ALBERTO CADAVID ZULUAGA, LUCELLY ZULUAGA 

MONTOYA Y  SAMUEL CADAVID GIRALDO 

DEMANDADOS 
HERNÁN ALONSO SUAZA ZAPATA Y SERGIO ANDRÉS 

VARGAS LONDOÑO 

DECISIÓN CONFIRMA -MODIFICA 

RADICADO 05001-31-03-007-2013-00898-01 

 

Medellín, treinta de junio de dos mil veintidós 

 

ANTECEDENTES  

 

1. DEMANDA. Los demandantes accionaron por la vía de responsabilidad civil 

extracontractual en contra de Hernán Alonso Suaza Zapata -propietario del 

vehículo de placas KDH086- y Sergio Andrés Vargas Zapata -conductor de dicho 

vehículo-, por los perjuicios materiales y extrapatrimoniales que les fueron 

causados como consecuencia del accidente de tránsito ocasionado el 07 de 

marzo de 2013 en que Jorge Alberto Cadavid Zuluaga resultó lesionado. 

 

Tales perjuicios fueron pedidos así: (i): A Jorge Alberto Cadavid Zuluaga, la 

suma de $4’077.166°° por concepto de lucro cesante consolidado; 

$112’749.866°° por lucro cesante futuro; $1’907.706°° por daño emergente; 

66.21 smlmv  por daño moral y $78’088.074°° por daño a la vida de relación, 

(ii) para Lucelly Zuluaga Montoya y Samuel Cadavid Giraldo, 66.21 SMLMV por 

daño moral para cada uno. 

 

Como fundamento de lo pretendido, el apoderado judicial de la parte 

demandante expuso en síntesis lo siguiente: 
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a.  El 07 de marzo 2013, en la Carrera 65 por la Calle 49A de Medellín, ocurrió 

el accidente de tránsito en que el demandante Jorge Alberto Cadavid Zuluaga, 

que transitaba en la motocicleta de placas RVP95C, resultó lesionado.  

 

b. El accidente de tránsito ocurrió por culpa del conductor del vehículo tipo 

volqueta de placas KDH086– Sergio Andrés Vargas Zapata-, quien atropelló al 

demandante Jorge Alberto Cadavid Zuluaga. En efecto, el conductor de la 

volqueta se encontraba detenido en el semáforo y al reiniciar la marcha ante el 

cambio de luz, no tuvo precaución y cuidado con el conductor de la motocicleta 

de placas RVP95C que se encontraba adelante, también detenido a la espera 

del cambio de la luz en el semáforo, atropellándolo por atrás.   

 

c. La autoridad de tránsito, mediante Resolución 20130607092601 de 26 de 

septiembre de 2013, declaró responsable contravencional a Sergio Andrés 

Vargas Londoño, conductor del vehículo de placas KDH086. A dicho conductor 

le fue practicada prueba toxicológica, que tuvo como resultado “positivo para 

marihuana y cocaína”. 

 

d. Debido al accidente, Jorge Alberto Cadavid Zuluaga sufrió lesiones graves en 

su integridad personal que no le permitirán llevar la misma calidad y estilo de 

vida que tenía antes del accidente, como se desprende del examen del Instituto 

Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, quien reportó las siguientes 

secuelas médico legales: “Perturbación funcional de órgano de la inmunidad de 

carácter permanente; perturbación funcional de órgano de la excreción urinaria 

de carácter permanente; perturbación funcional de excreción fecal de carácter 

permanente; deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente; 

perturbación funcional de órgano de la locomoción de carácter permanente; 

perturbación funcional de miembro inferior derecho de carácter permanente”.  

 

e. El demandante Jorge Alberto Cadavid Zuluaga fue calificado por un médico 

perito con una pérdida definitiva de capacidad laboral del 66.21%, equivalente 

a invalidez. El perito, como diagnóstico motivo de calificación, determinó los 

siguientes: “1. TX CERRADO ABDOMEN LESIÓN DE HIGADO, BAZO, RIÑÓN 

IZQUIERDO, PANCREAS, COLON, YEYUNO. 2. FRACTURA DE PELVIS EN LIBRO 

ABIERTO -FX ACETABULAR DERECHA. 3. LESIÓN AXONAL COMPLETA DEL 

NERVIO ULNAR Y MEDIANO IZQUIERDO. 4. LESIÓN AXONAL NERVIO FEMORAL 
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Y FIBULAR DERECHO. 5. ESPLENECTOMÍA -NEFRECTOMÍA IZQUIERDA -

COLOSTOMÍA”. 

 

f. Previo al momento del accidente, el demandante Jorge Alberto Cadavid 

Zuluaga, laboraba como vendedor al servicio de la empresa FERRO ESTRIBOS 

S.A.S., con contrato a término indefinido desde el 25 de enero de 2012, con un 

salario básico de $589.500°°, más el 0.5% de comisiones sobre ventas que, en 

promedio, en los últimos 3 meses anteriores al accidente, correspondió a 

$300.000°°, por lo que, al momento del accidente, los ingresos mensuales de 

Jorge Alberto Cadavid ascendían a $889.500°°.   

 

2. CONTESTACIÓN. 

 

2.1. El demandado Hernán Alonso Suaza Zapata, notificado en forma personal 

(fol. 218), por medio de apoderado judicial se opuso a las pretensiones de la 

demanda y presentó las siguientes “excepciones”: (i) “Inexistencia de la 

obligación”, (ii) “Culpa exclusiva de la víctima”, (iii) “Responsabilidad compartida 

y reducción de la indemnización”, (iv) “Neutralización de la presunción de 

responsabilidad  por el ejercicio concurrente de actividades peligrosas”, y (v) 

“Exagerada tasación del perjuicio moral”. 

 

2.2. El demandado Sergio Andrés Vargas Londoño, notificado por aviso (fol. 

243), guardó silencio al respecto. 

 

3. SENTENCIA. Mediante providencia de 05 de julio 2018, el Juzgado 018 Civil 

del Circuito de Medellín (i) condenó solidariamente a Hernán Alonso Suaza 

Zapata y Sergio Andrés Vargas Zapata a pagar las siguientes sumas de dinero 

en favor de los demandantes, así: (i) A favor de Jorge Alberto Cadavid Zuluaga,  

$65.700°°por daño emergente, (ii) $102’737.825°° por lucro cesante 

consolidado y futuro; 65 smlmv por concepto de daño moral y 65 smlmv por 

concepto de daño a la vida de relación;  (iii) a favor de Lucelly Zuluaga Montoya 

y Samuel Cadavid Giraldo, 50 smlmv por concepto de daño moral para cada 

uno. Por último, desestimó las excepciones propuestas por la parte demandada. 

 

3.1. Como sustento de lo decidido, el juez expuso -en síntesis- que en el 

presente asunto quedó acreditado que Sergio Andrés Vargas Zapata, conductor 

del vehículo de placas KDH086, fue el causante del accidente. Refirió que, tal 
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conclusión, se deriva de la sentencia penal condenatoria de 29 de agosto de 

2017, proferida por el Juzgado 46 Penal Municipal de Conocimiento de Medellín 

en contra de Sergio Andrés Vargas Londoño, en virtud del preacuerdo celebrado 

con este, por el delito de lesiones personales culposas, por los hechos y 

circunstancias en que resultó lesionado Jorge Alberto Cadavid Zuluaga el 07 de 

marzo de 2013, decisión debidamente ejecutoriada, que hace tránsito a cosa 

juzgada penal, la cual apareja una indudable incidencia en el proceso civil. En 

ese sentido, el a quo indicó que el hecho con trascendencia jurídica se encuentra 

debidamente acreditado, prueba a la que se suma el croquis del accidente de 

tránsito, por lo que Vargas Zapata fue quien aportó la causa adecuada para la 

materialización del suceso lesivo en la humanidad de Jorge Alberto Cadavid 

Zuluaga, en tanto que, de no mediar la conducta del primero, con seguridad no 

se habría presentado el accidente que derivó  del obrar único y exclusivo del 

conductor de la volqueta, sin que hubiese tenido injerencia la actividad del 

conductor de la motocicleta, máxime que la sentencia penal fue emitida en 

virtud de la aceptación de responsabilidad penal de Sergio Andrés Vargas 

Zapata, mediante preacuerdo, lo cual permite excluir una eventual intervención 

de la víctima en la generación del accidente, a lo que se agrega que en el 

expediente no hay prueba que permita confirmar un supuesto relativo a la 

incidencia parcial o total de la víctima en la producción del peligro o en la 

exposición imprudente al riesgo. 

 

3.2. Al referirse a los perjuicios patrimoniales, el juez, puntualmente, en lo que 

tiene que ver con el daño emergente, indicó que en el expediente apenas obra 

copias de ciertas facturas relacionadas con el accidente, por gastos que asciende 

a $65.700°°, sin que se haya acreditado los demás gastos pretendidos en la 

demanda por dicho concepto.  Luego, al estudiar el lucro cesante, el funcionario 

judicial tuvo en cuenta que en diligencia practicada por el despacho, el 

demandante Jorge Alberto Cadavid, dijo que devengaba un salario mínimo 

mensual por concepto de pensión, concedida por la ARL Positiva, por lo que el 

juez, al advertir que el dictamen de pérdida de capacidad laboral equivalente al 

66.21 %, -que fue aportado con la demanda – no fue ratificado, decretó prueba 

de oficio para conocer el estudio de la Junta Regional de Calificación de Invalidez 

que determinó la invalidez reconocida por la ARL positiva, lo cual arrojó que el 

demandante Jorge Alberto Cadavid tiene una pérdida de capacidad laboral 

equivalente al 52.36 %. 
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Así, en primer lugar, el juzgador reconoció el lucro cesante consolidado por la 

incapacidad de 180 días desde la fecha del accidente hasta el 7 de septiembre 

de 2013. Luego, reconoció otro lucro cesante consolidado desde el 08 de 

septiembre de 2013 hasta la fecha de la sentencia y a partir de allí, hasta la 

expectativa de vida de Jorge Alberto Cadavid, reconoció el lucro cesante futuro. 

Al respecto, el juzgador aclaró que una cosa es la indemnización que en virtud 

de este proceso se reclama debido al accidente ocurrido el 07 de marzo de 2013 

y  otro concepto diferente es la pensión de invalidez que el demandante obtuvo 

en virtud de los aportes y cotizaciones al sistema de seguridad social, pues entre 

una y otra relación, existe causas fácticas y jurídicas distintas, por lo que no hay 

lugar a determinar que la pensión de invalidez compensa el lucro cesante 

reclamado por la víctima frente a los demandados.  

 

3.3. Al referirse a los perjuicios inmateriales, el funcionario de primer grado 

expuso que imponía las condenas en relación con las restricciones presentadas 

por el demandante Jorge Alberto Cadavid, la pérdida de capacidad laboral, las 

secuelas, los padecimientos, el proceso de recuperación y los diferentes 

escenarios de evolución, así como las limitaciones en su entorno familiar y social, 

lo cual también perjudicó la esfera interna de los padres Lucelly Zuluaga 

Montoya y Samuel Cadavid Giraldo.  Por último, con fundamento en lo expuesto, 

el juez desestimó las excepciones presentadas. 

  

4. APELACIÓN. Inconforme con lo resuelto, el demandado Hernán Alonso Suaza 

Zapata, interpuso el recurso de alzada y planteó los siguientes reparos frente a 

la decisión de primera instancia: 

 

- El juez no valoró conjuntamente el acervo probatorio, dado que, una debida 

valoración de la declaración del testigo presencial de los hechos, más la 

declaración del agente de tránsito que hizo el procedimiento, el interrogatorio 

absuelto por Sergio Andrés Vargas Zapata y la posición final de los vehículos 

registrada en el informe de accidentes de tránsito, hubiese llevado a tomar otra 

determinación frente a la causa que dio origen al accidente y a atribuir un grado 

de responsabilidad al demandante Jorge Alberto Cadavid Zuluaga, por 

exponerse imprudentemente al riesgo. 

 

-El juez fundamentó lo decidido única y exclusivamente en la sentencia penal 

condenatoria emitida en contra de Sergio Andrés Vargas Zapata, prueba que no 
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fue decretada por el juzgado, sino que simplemente fue introducida de forma 

unilateral y como referencia por parte del demandante. 

 

-El juez erró al determinar una ausencia absoluta de responsabilidad por parte 

de Jorge Alberto Cadavid Zuluaga, toda vez que, de conformidad con el material 

probatorio, se puede determinar claramente que este faltó al deber objetivo de 

cuidado al transitar en medio de vehículos, por lo que, algún grado de 

responsabilidad aportó a la producción del resultado; máximo si se tiene en 

cuenta que ambos actores en la vía se encontraban en la ejecución de una 

actividad peligrosa, en que la presunción de culpabilidad opera para ambos. 

 

-El principio indemnizatorio que rige la responsabilidad civil, establece que esta 

no constituye fuente de enriquecimiento, por lo tanto, si el lucro o ingreso del 

demandante Jorge Alberto Cadavid Zuluaga no ha cesado, debido al pago que 

recibe por parte de la ARL positiva, no puede el a quo condenar a la parte 

demandada al pago de lucro cesante. 

 

-Exagerada fijación de perjuicios morales y fisiológicos.  

 

5. ALEGACIONES EN SEGUNDA INSTANCIA. En esta sede, ambas partes 

guardaron silencio. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  PROBLEMA JURÍDICO. En atención al recurso interpuesto, por razones de 

técnica procesal, a la Sala le corresponde decidir, en principio, si en el presente 

asunto asiste razón a la parte demandada, quien estima acreditado que el 

demandante Jorge Alberto Cadavid Zuluaga tuvo incidencia causal en la 

ocurrencia del accidente. Esto obliga al Tribunal a establecer, conforme con el 

material probatorio, en primer lugar, los efectos de la cosa juzgada penal 

condenatoria sobre la responsabilidad civil y, en segundo lugar, de ser 

pertinente, la influencia de la actuación del motociclista Jorge Alberto Cadavid 

Zuluaga en la producción del siniestro. Superada dicha cuestión, se estudiará 

las demás inconformidades relativas al reconocimiento del perjuicio de lucro 

cesante con la acumulación de la pensión por invalidez otorgada por la ARL y la 

liquidación de los perjuicios inmateriales. 
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2. MARCO NORMATIVO Y DE APLICACIÓN AL CASO EN CONCRETO. 

 

El conflicto planteado se ubica en el tema de la responsabilidad civil 

extracontractual originada en el ejercicio de actividades peligrosas, según lo 

previsto en el artículo 23561 del Código Civil. Allí se consagra una presunción de 

culpa que opera en favor de la víctima de un daño causado durante el ejercicio 

de la labor riesgosa, aspecto que la releva de probar la existencia de la culpa en 

el acaecimiento del accidente y, por tanto, para que el autor del mismo sea 

declarado responsable de su producción, solo le compete demostrar la conducta 

o hecho antijurídico, el daño y la relación de causalidad entre este y el perjuicio. 

Cualquier exoneración, por tanto, debe plantearse en el terreno de la causalidad, 

mediante la prueba de un elemento extraño (fuerza mayor o caso fortuito, hecho 

de un tercero o culpa exclusiva de la víctima).  

 

En sentencia SC5885 de 06 de marzo de 2016, la Corte Suprema de Justicia –

Sala Civil- reiteró que “Tratándose de accidente de tránsito producido por la 

colisión de dos automotores, cuando concurren a la realización del daño, la 

jurisprudencia ha postulado que estando ambos en movimiento, estarían 

mediados bajo la órbita de la presunción de culpas”. Esto es, la concurrencia de 

actividades peligrosas deja incólume el régimen de presunción de 

responsabilidad establecido en el artículo 2356, y por tanto es tarea del fallador 

determinar la incidencia causal de una u otra en la producción del daño (CSJ SC 

12994 de 15 de septiembre de 2016).  

 

3. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO: 

 

3.1. De la cosa juzgada penal condenatoria:  El demandado Hernán Alonso 

Suaza -propietario del vehículo de placas KDH-086-, señala que, para decidir la 

responsabilidad en este asunto, el juez de primer grado apenas tuvo en 

consideración los efectos de la sentencia penal condenatoria en contra del 

demandado Sergio Andrés Vargas -conductor del vehículo de placas KDH-086-

sin tener en cuenta que de un análisis conjunto del acervo probatorio, es dable 

atribuir un grado de responsabilidad al demandante Jorge Alberto Cadavid 

Zuluaga, por exponerse imprudentemente al riesgo. 

 

                                                           
1 “(…) Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona, 

debe ser reparado por esta (…)”. 
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Para abordar este punto, es necesario señalar, que la Corte Suprema de Justicia 

–Sala Civil- en sentencia SC13925 de 30 de septiembre de 2016, sobre la cosa 

juzgada penal condenatoria, refirió lo siguiente: 

 

“(…) existe una situación en la que no le es dable al juez civil apartarse 

de la sentencia dictada por el juez penal, lo que ocurre cuando este último 

declara probada la existencia de cualquiera de las modalidades de la 

conducta penal (dolo, culpa o preterintención). Ello es así porque 

cualquiera de esas modalidades supera el umbral mínimo de la 

culpabilidad civil, caso en el cual el juez civil habrá de limitarse 

a liquidar los perjuicios correspondientes si el funcionario penal 

no lo hizo en el respectivo incidente de reparación, sin que le sea 

dable entrar a cuestionar las declaraciones proferidas por el juez 

penal respecto de los elementos que estructuran la 

responsabilidad”. (Resalto de la Sala) 

 

Asimismo, esa Corporación, en sentencia SC3062 de 01 de agosto de 2018, 

reiteró que: 

 

“La fuerza de cosa juzgada que se reconoce a ciertos pronunciamientos 

de los jueces penales en lo que concierne a la acción criminal, sobre el 

proceso civil indemnizatorio, no surge de la simple aplicación de los 

principios que gobiernan el instituto de la cosa juzgada en materia civil, 

pues las diferencias que ontológicamente caracterizan la actividad 

jurisdiccional en uno y otro proceso, determinadas fundamentalmente 

por el bien jurídicamente tutelado, descartan la coincidencia de los 

elementos procesales en los cuales subyace el instituto mencionado. 

 

El fundamento de tal autoridad, como lo precisa la doctrina ‘...reside en 

un motivo de orden público sumamente simple. Los tribunales represivos, 

cuando resuelven la acción pública, fallan dentro de un interés social; no 

juzgan entre dos partes determinadas, sino entre una parte y la sociedad 

entera. Lo que deciden para fallar sobre la acción pública debe, 

pues, imponerse a todos. Nadie puede ser llevado a discutir las 

disposiciones penales de la sentencia, incluso en sus 

consecuencias sobre los intereses civiles. Por eso, la autoridad 

de la cosa juzgada en lo criminal es absoluta sobre lo civil; se 

impone sean cuales sean las partes, sean cuales sean el objeto 

y la causa de la demanda civil’ (Henri y León Mazeaud, André Tunc, 

Tratado Teórico y Práctico de la Responsabilidad Civil Delictual y 
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Contractual, Tomo Segundo, Volumen II, pág. 354). 

 

Mientras que la sentencia condenatoria penal comporta un valor 

absoluto de cosa juzgada, la absolutoria o liberatoria de la 

responsabilidad penal del procesado, en cuanto a sus efectos en el campo 

civil, estaba sujeta a la reglamentación establecida por el art. 57 del C. 

de P. Penal, (hoy ídem artículo de la ley 599 de 2000), el cual consagraba 

que la acción civil no puede iniciarse ni proseguirse, cuando en 

providencia que haya adquirido firmeza, el reo ha sido eximido de 

responsabilidad penal, bien porque el hecho investigado no existió, ora 

porque el sindicado no lo cometió, u obró en legítima defensa o en 

estricto cumplimiento de un deber. De manera que al momento de 

decidir, dado el valor relativo que a la sentencia absolutoria le atribuye la 

ley, el juez civil debe verificar si el pronunciamiento del juez penal encaja 

en alguna de las hipótesis que taxativamente se consagran en dicho 

precepto, pues sólo en tales supuestos puede argüir su influjo sobre la 

acción civil (CSJ, SC del 12 de agosto de 2003, Rad. n.° 7346)”. (Resalto 

del Tribunal). 

 

3.2. En el presente proceso, a folio 287, obra copia del acta de la sentencia 

penal condenatoria proferida el 29 de agosto de 2017 por el Juzgado 46 Penal 

Municipal de Conocimiento de Medellín, en la que, por los hechos acaecidos el 

07 de marzo de 2013, en que resultó lesionado Jorge Alberto Cadavid Zuluaga, 

la juez, luego de consignar que “el señor Sergio Andrés Vargas Londoño de 

manera libre, consciente y voluntaria acepta su responsabilidad por los cargos 

que le fueron imputados”, dispuso: 

 

“PRIMERO: Declarar penalmente responsable como autor de la conducta 

punible de LESIONES PERSONALES CULPOSAS contenido en los artículos 

111, 112 Inc. 3°, 114 Inc. 2° en armonía con los artículos y 110 N° 1 

117, 120 Inc. 2°, 121 del C.P. a SERGIO ANDRÉS VARGAS 

LONDOÑO, por los hechos y las circunstancias cometidas en las 

circunstancias de modo, tiempo lugar ya reseñados en la parte motiva.  

 

(…) CUARTO: Se entera a la víctima [Jorge Alberto Cadavid Zuluaga] de 

la posibilidad de iniciar el incidente de reparación integral dentro de los 

treinta (30) días siguientes a la ejecutoria de este fallo (…)”. 
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La parte demandante allegó dicho documento al proceso, el cual fue puesto en 

conocimiento de las partes mediante auto de 09 de octubre de ese mismo (fol. 

288, c. 1), con el fin de que se pronunciaran sobre aquel en la audiencia de que 

trata el artículo 373 del Código General del Proceso, sin que el extremo 

demandado se haya pronunciado sobre ese aspecto puntual. Por tal razón, al 

apelante no le asiste razón ahora, al advertir que dicho documento no fue 

decretado como prueba por el juzgado y que simplemente fue introducido al 

proceso en forma unilateral, porque tal elemento probatorio, sin necesidad de 

que exista una fórmula sacramental para su incorporación al expediente, fue 

sometido a contradicción de las partes, dada la importancia que, en torno al 

principio de la unidad de jurisdicción y la seguridad jurídica, ostenta la cosa 

juzgada penal. 

 

En dicho trámite penal, el demandado Sergio Andrés Vargas -conductor de la 

volqueta de placas KDH-086- aceptó responsabilidad penal y fue declarado 

culpable de las lesiones causadas al demandante Jorge Alberto Cadavid con 

ocasión del accidente de tránsito acaecido el 07 de marzo de 2013, por lo que, 

en atención a la jurisprudencia señalada, es viable advertir que, en este evento, 

se presentó el fenómeno de la cosa juzgada penal condenatoria con sus efectos 

absolutos, por lo que no hay lugar a estudiar nuevamente los hechos que ya 

fueron juzgados en esa especialidad, lo cual implica que esa sentencia que 

declaró culpable al demandado Sergio Andrés Vargas, también cobija a los 

demás responsables civiles y a todos los partícipes de este proceso, aunque no 

hayan sido parte del proceso penal, en tanto “la autoridad de la cosa juzgada 

en lo criminal es absoluta sobre lo civil; se impone sean cuales sean las partes, 

sean cuales sean el objeto y la causa de la demanda civil” (SC3062 de 2018). 

 

Al ser claro que el demandado Sergio Andrés Vargas aceptó la responsabilidad 

penal y fue declarado culpable, basta con advertir, que, en palabras de la Corte 

Suprema de Justicia -Sala Civil-, una vez se declaró probada la existencia de 

cualquiera de las modalidades de la conducta penal (dolo, culpa o 

preterintención), el juez civil debe limitarse únicamente a liquidar perjuicios, 

“porque cualquiera de esas modalidades supera el umbral mínimo de la 

culpabilidad civil, caso en el cual el juez civil habrá de limitarse a liquidar los 

perjuicios correspondientes si el funcionario penal no lo hizo en el respectivo 

incidente de reparación” (SC13925 de 30 de septiembre de 2016), por lo que, 

en esta ocasión, en la que en sede penal, el conductor de la volqueta de placas 
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KDH-086, fue declarado culpable “más allá de toda duda razonable”, no es  

viable entrar a estudiar la participación de la víctima en el accidente, esto es, el 

caso de la concurrencia de culpas o la posible imprudencia del lesionado en la 

causa del accidente. Por lo tanto, el reparo expuesto por el demandado Hernán 

Alonso Suaza Zapata, dirigido a que se atribuya un grado de responsabilidad al 

demandante Jorge Alberto Cadavid, debe ser despachado desfavorablemente. 

 

4. En cuanto a la acumulación de indemnizaciones:  La parte apelante, alega 

que en este asunto no había lugar a reconocer el lucro cesante a favor del 

demandante Jorge Alberto Cadavid Zuluaga, en tanto los ingresos de este no 

han cesado, debido a que recibe el pago por parte de la ARL Positiva.  En efecto, 

en el expediente, quedó establecido que el demandante Jorge Alberto Cadavid, 

debido al accidente de tránsito acaecido el 07 de marzo de 2013, padeció una 

pérdida de capacidad laboral equivalente al 52.36%, la cual fue reconocida por 

la ARL Positiva como originada en accidente de trabajo y debido a ello le fue 

reconocida la pensión de invalidez (fs. 8 a 10, c.5). 

 

No obstante, la Sala advierte que, el reparo elevado por la parte demandada 

debe ser negado, en tanto que, en este evento es posible acumular la pensión 

de invalidez adquirida como consecuencia de la condición que ostenta el 

demandante como afiliado al Sistema de Seguridad Social, con la indemnización 

obtenida por el resarcimiento de perjuicios generados por el hecho lesivo 

imputable a los demandados, sin que sea viable la reducción y mucho menos la 

supresión de la misma, por el simple hecho de que se cuente con una pensión 

de invalidez. Al respecto, dadas las discusiones que sobre la materia se ha 

generado cuando la víctima adquiere la pensión derivada de una Administradora 

de Riesgos Laborales, debido a que el artículo 12 del Decreto 1171 de 19942, 

dispone que dicha entidad “podrá repetir, con sujeción a las normas pertinentes, 

contra el tercero de la contingencia profesional”, lo cual contempla la figura de 

la “subrogación” y en principio, imposibilitaría la posibilidad de acumulación, lo 

                                                           
2 “Artículo 12. Subrogación. La entidad administradora de riesgos profesionales podrá repetir, 
con sujeción a las normas pertinentes, contra el tercero responsable de la contingencia 
profesional, hasta por el monto calculado de las prestaciones a cargo de dicha entidad 
administradora, con sujeción en todo caso al límite de responsabilidad del tercero. 
 Lo dispuesto en el inciso anterior no excluye que la víctima, o sus causahabientes, instauren 
las acciones pertinentes para obtener la indemnización total y ordinaria por perjuicio, de cuyo 
monto deberá descontarse el valor de las prestaciones asumidas por la entidad administradora 
de riesgos profesionales”. 
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cierto es que tal situación, fue precisada por la Corte Suprema de Justicia en la 

sentencia SC17494 de 14 de enero de 2015, en la que concluyó que “Señalado 

tal derrotero, nada obsta, entonces, para que la víctima pueda reclamar del 

generador del daño el resarcimiento pleno, a la par que resulta posible el 

reconocimiento de dicha prestación económica (pensión), y, adicionalmente, la 

subrogación contemplada en el artículo 12 del Decreto 1771 de 1994, memorado 

en esta providencia, a favor de la administradora de Riesgos profesionales, no 

procede en la hipótesis de la pensión de sobrevivientes” -supuesto aplicable en 

este caso concreto, en tanto se trata de una pensión de invalidez, que también 

constituye una prestación económica cubierta por la ARL según lo dispuesto en 

el artículo 7 del Decreto 1295 de 1994 - Por el cual se determina la organización 

y administración del Sistema General de Riesgos Profesionales-. 

 

La sentencia en mención, fue reiterada por la Corte Suprema de Justicia -Sala 

Civil- en sentencia SC295 de 15 de febrero de 2021, en la que refirió: 

 

 “4.2.2. Tras dejar en claro que, en ese proceso, como en éste, la 

prestación que la administradora de riesgos profesionales demandante 

pretendió repetir en contra del tercero presuntamente responsable, fue 

la “pensión de sobrevivientes”, la Corte, soportada en las normas de la 

Ley 100 de 1993 y del Decreto Ley 1295 de 1994, se dio a la tarea de 

analizar, grosso modo, el Sistema de Riesgos Profesionales y la 

naturaleza de esa específica prestación, estudio que le permitió afirmar: 

 

En definitiva, la administradora de riesgos profesionales, por disposición 

legal, recibe del empleador algunas sumas de dinero para que satisfaga, 

en el momento oportuno y, cumplidas las exigencias legales, las 

contingencias provenientes de los accidentes de trabajo o enfermedades 

profesionales, prestaciones entre las cuales aparece, como se advirtió, la 

pensión de sobrevivientes (se subraya). 

 

4.2.3. En consonancia con lo anterior, luego de relacionar los distintos 

pronunciamientos emitidos respecto del carácter de esa prestación, la 

viabilidad de su acumulación “a las acciones indemnizatorias cuando su 

generación proviene de un daño atribuible a un tercero” y su naturaleza 

resarcitoria, al principio contradictorios, en tanto que la postura inicial de 

la Sala fue la de negar la pertinencia de su cobro al lado de la plena 

indemnización de perjuicios por parte del directamente responsable 

(sentencia del 3 de septiembre de 1991) y luego la de acceder a ello, por 
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tratarse de obligaciones derivadas de causas diferentes (sentencia del 24 

de junio de 1996), tesis esta última reiterada posteriormente en fallos del 

22 de octubre de 1998, 12 de mayo de 2000 y 9 de julio de 2012, se 

concluyó sobre la mencionada pensión: 

 

(…) Ciertamente, esta última prestación no puede entenderse imputada 

al cubrimiento de un daño emergente o lucro cesante, en los términos de 

los artículos 2341, 1613 y 1614 del C.C. y bajo esa consideración no 

procede describirla dentro del concepto de indemnización. Además, el 

desembolso que, eventualmente, pueda tener lugar, por imperativo legal, 

estaría a cargo de la administradora de riesgos profesionales o del 

empleador y se muestra como una prestación proveniente de un sistema 

(el de riesgos profesionales), dentro del cual las cargas pecuniarias por 

las contingencias profesionales, entre otras, la pensión de sobrevivientes, 

están a cargo, exclusivamente, en cabeza de una u otro, según el caso. 

Es claro que aquella prestación (la pensión de sobrevivientes) constituye 

un ingreso, luego no puede considerarse un perjuicio. 

 

(…) Por último, alrededor del tema, debe enfatizarse que la satisfacción 

de esa prestación por parte de la actora no tuvo como causa la liberación 

del tercero de un compromiso suyo (obligado a indemnizar), pues, por 

un lado, no canceló deuda ajena con recursos propios, sino una deuda 

para la cual, previamente, el comprometido a ello (empleador), por 

mandato legal, le había hecho entrega de ciertas sumas de dinero 

(cotizaciones), cuya destinación no podía ser otra que sufragar la 

prestación económica que el régimen estableció, una vez ocurriera el 

suceso que desató la obligación de la administradora y, como en el caso 

sub judice, acaecida la muerte de los empleados, surge el reconocimiento 

de la pensión de sobrevivientes. Sobre el particular, obsérvese que el 

artículo 80 del Decreto 1295 de 1994, reglamentario de la Ley 100 de 

1993, en cuanto a las funciones de las ARP, expresamente establece: 

 

‘Las entidades Administradoras de Riesgos Profesionales tendrán a su 

cargo, entre otras, las siguientes funciones: 

 

e) Garantizar a sus afiliados el reconocimiento y pago oportuno de las 

prestaciones económicas, determinadas en este Decreto’. 

 

Y, como se recordará, una de esas prestaciones económicas es la pensión 

de sobrevivientes (art. 7 ib). Luego, sin duda, la llamada a asumir esa 
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carga era la demandante y, en su defecto, al no cubrir las cotizaciones, 

el compromiso sería asumido por el empleador (se subraya). 

  

4.2.4. En definitiva, como resultado del amplio análisis que efectuó y 

que se dejó en precedencia compendiado, la Corte infirió: 

 

(…) En ese contexto, la expresión inserta en el artículo memorado (12 

del Decreto 1771 de 1994), alusiva a que la ‘administradora de riesgos 

profesionales podrá repetir, con sujeción a las normas pertinentes’, no 

describe(…) otro condicionamiento distinto a que, en primer lugar, la 

subrogación debe ser posible atendiendo la naturaleza de la contingencia 

o prestación que liberaría el recobro; luego, superada esa exigencia, el 

procedimiento pertinente con miras a la repetición debe responder a la 

normatividad respectiva que involucra, vr. gr., la acreditación de las 

constancias de pago, que el mismo se haya realizado a su destinatario 

natural o el diputado para receptarlo, etc. 

 

En fin, en ese contexto, considera la Corte que la cancelación de la 

pensión de sobrevivientes no autoriza a la actora a promover 

recuperación alguna de las sumas canceladas, pues, se reitera, es una 

obligación propia de su función, sin el carácter indemnizatorio 

proveniente del hecho dañino y por lo tanto ajeno al tercero causante del 

perjuicio (se subraya)”. 

 

En tal sentido, la Sala encuentra que le asistió razón al juez al permitir en este 

caso la acumulación de la indemnización con la pensión de invalidez que recibe 

Jorge Alberto Cadavid Zuluaga. 

 

5. En cuanto a los perjuicios extrapatrimoniales: La parte demandada, al 

interponer el recurso de apelación, apenas indicó que presenta “inconformidad 

frente a la exagerada fijación de perjuicios morales y fisiológicos señalados en 

la sentencia”, sin exponer las razones concretas de tal queja. No obstante, sobre 

el particular, conviene precisar, que la jurisprudencia de la Corte Suprema de 

Justicia ha sido enfática en que en cada caso en concreto hay que valorar las 

circunstancias particulares para determinar la gravedad del perjuicio 

extrapatrimonial y, por tanto, el respectivo monto. En efecto, no existe una 

norma explícita que determine la forma de cuantificarlo y si bien la Sala Civil de 

Casación de la Corte Suprema de Justicia, en variadas decisiones, 

cronológicamente ha condenado al pago de este tipo de perjuicio en diferentes 
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cuantías atendiendo a criterios de actualización, lo cierto es que en tratándose 

de esa clase de perjuicios, hay que tener presente que no existe máximos o 

mínimos, ni baremos preestablecidos, sino simplemente criterios orientadores y 

que la fijación del quantum de la respectiva indemnización depende de la 

intensidad del dolor sufrido por la víctima. 

 

5.1. En el caso concreto, en cuanto a los perjuicios morales respecto a Lucelly 

Zuluaga Montoya y Samuel Cadavid Giraldo –padres del demandante Jorge 

Alberto Cadavid-, el valor equivalente a 50 SMLMV reconocido para cada uno de 

ellos por tal concepto se mantendrá, puesto que no hay motivo para modificar 

la cantidad fijada por el funcionario judicial de primer grado. Las pruebas 

practicadas dan cuenta de que estos se vieron muy afectados emocionalmente 

por el daño sufrido por su hijo y que fueron los encargados de acompañarlo en 

ese duro proceso, por lo que la indemnización definida por el juez a quo en la 

esfera del arbitrio judicial, está soportada en las pruebas obrantes en el 

expediente y en las reglas de la experiencia, según las cuales unos padres, que 

conviven con su hijo, quien queda inválido a temprana edad, padecen dolor y 

sufrimiento considerables. 

 

Al respecto, véase que todos los testigos coincidieron en que la víctima directa 

-Jorge Alberto Cadavid Zuluaga- convivía con sus padres, quienes lo cuidaron 

durante todo el proceso de hospitalización, recuperación y evolución y que estos 

se vieron muy afectados emocionalmente, lo cual es connatural a la relación de 

afecto entre los padres y sus hijos. En efecto, el testigo Juan Fernando Londoño 

Pérez, refirió que el núcleo familiar de Jorge Alberto se vio muy afectado y afirmó 

que “han sido tres años ya de recuperación del accidente donde los padres son 

los que han tenido que socorrer con las necesidades y las actividades que Jorge 

ya no es capaz de desempeñar”. Adicionalmente, al referirse a los padres de 

Jorge Alberto, indicó que a estos les cambió la vida, que los ha visto llorar por 

los hechos ocurridos y que no se les ha restablecido la vida, específicamente 

dijo “son cosas que no hay forma de solucionarla y que le han marcado la vida 

a todos tres y se la ha cambiado, al diario vivir, don Samuel y doña Lucelly tener 

que estar más al pendiente de su hijo y tenerle que ayudar a hacer cosas que 

antes del accidente él hacía por sí solo” (fs. 4-5, c.3).  Por su parte, la testigo 

Claudia María Arias García, declaró que los padres de Jorge Alberto “aún sufren 

mucho por él” e indicó que ellos eran los que se encargaban de bañarlo, vestirlo, 

alimentarlo y movilizarlo (fs. 5-6, c.3); y la testigo Karen Giraldo Gutiérrez, 
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expuso que el grupo familiar se vio muy afectado, que anímicamente para ellos 

ha sido muy difícil. Los vio llorar y también explicó que los padres eran quienes 

bañaban, vestían y alimentaban a Jorge Alberto Cadavid (fol. 7, c.3). 

 

5.2. Ahora, en cuanto a la cuantía del perjuicio moral fijado a favor del 

demandante Jorge Alberto Cadavid -víctima directa-, en el equivalente a 65 

SMLMV, la Sala mantendrá dicha suma, en tanto no encuentra motivos para 

modificar la cantidad fijada por el funcionario judicial de primer grado. En efecto, 

el Tribunal coincide con el juez de primera instancia, en que el dictamen médico 

legal proveniente del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses- Seccional 

Antioquia, junto con el dictamen pericial sobre la pérdida de capacidad laboral 

– en un equivalente al 52.36% que demuestra el estado de invalidez de Jorge 

Alberto- y las declaraciones de los testigos Juan Fernando Londoño Pérez, 

Claudia María Arias García y Karen Giraldo Gutiérrez, dan cuenta de los 

quebrantos físicos y morales padecidos por el demandante, con lo cual se 

advierte la extensión de la afectación moral interna derivada del impacto y de 

las lesiones recibidas por aquel. 

 

5.3. Igual determinación ha de adoptarse en cuanto al daño a la vida de relación 

del demandante Jorge Alberto Cadavid. En efecto, la indemnización fijada en la 

suma de 65 SMLMV por ese concepto no será modificada. Las declaraciones -

tanto de las partes como de los testigos- dan cuenta de que Jorge Alberto 

Cadavid, evidentemente se vio afectado en la esfera externa o social, debido a 

que su vida se modificó por completa y ahora está lleno de impedimentos, 

exigencias, dificultades y privaciones que aparecieron en el ámbito social del 

demandante como consecuencia del accidente sufrido. Basta para ello, 

detenerse en el dictamen de pérdida de capacidad laboral, para concluir el grado 

de invalidez de la víctima. Los padres Lucelly Zuluaga Montoya y Samuel Cadavid 

Giraldo, precisaron al hijo le cambió la vida por completo, no es capaz de valerse 

por sí mismo y antes disfrutaba de actividades como jugar fútbol, lo cual ahora 

no puede desempeñar. El testigo Juan Fernando Londoño, dio cuenta de que a 

Jorge Alberto el accidente le marcó la vida y que esos daños “le han impedido 

continuar con una vida normal, comparada a la que llevaba antes”, además 

refirió que antes del accidente, Jorge Alberto gozaba de buena salud y que podía 

jugar fútbol, hacer deporte y debido al accidente no puede valerse por sí mismo. 

Por su parte, la testigo Karen Giraldo Gutiérrez, afirmó que “después del 

accidente hubo varias ocasiones en las que él no podía valerse por sí mismo, 
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había que acompañarlo al baño, muchas veces darle comida, con el transcurso 

del tiempo la movilidad fue mejorando un poco pero aún tiene falencias para 

caminar y hacer otra actividad, para moverse bien”. Al preguntársele si después 

del tiempo Jorge Alberto restableció su vida, la deponente contestó: “considero 

que no, Jorge no tiene toda su movilidad, no pudo volver a trabajar ni hacer las 

actividades que hacía antes”. 

 

6. Actualización de la condena en concreto. El artículo 283 del Código General 

del Proceso, dispone que: 

 
“La condena al pago de frutos, intereses, mejoras, perjuicios u otra cosa 

semejante, se hará en la sentencia por cantidad y valor determinados. 

El juez de segunda instancia deberá extender la condena en 

concreto hasta la fecha de la sentencia de segunda instancia, 

aun cuando la parte beneficiada con ella no hubiese apelado (…)” 

(Resalto del Tribunal) 

En aplicación de tal precepto, la Sala actualizará hasta la fecha de esta 

sentencia, la condena impuesta por concepto de perjuicios materiales, en los 

siguientes términos: 

 

6.1. Por concepto de daño emergente, el juez impuso condena por la suma de 

$65.700°°. Dicho valor, deberá indexarse desde la fecha de la sentencia de 

primera instancia -05 de julio de 2018-, hasta la fecha de esta sentencia, de 

acuerdo con la siguiente fórmula: 

 
Va = Vh (valor histórico) x Índice final 

                  Índice inicial 
 

Va = $65.700°° X 118,70 = $78.630°° 
    99,18 

 

El valor actualizado, por concepto de daño emergente, asciende a SETENTA Y 

OCHO MIL SEISCIENTOS TREINTA PESOS ($78.630°°). 
 

6.2. Por concepto de lucro cesante, el juez impuso condena total por la suma 

de $102’737.825°°, la cual deberá indexarse desde la fecha de la sentencia de 

primera instancia -05 de julio de 2018-, hasta la fecha de esta sentencia, de 

acuerdo con la siguiente fórmula: 
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Va = Vh (valor histórico) x Índice final 

                  Índice inicial 
 

Va = $102’737.825°° X 118,70 = $122’958.054°° 
     99,18 

 

El valor actualizado, por concepto de lucro cesante (consolidado y futuro), 

asciende a la suma de CIENTO VEINTIDÓS MILLONES NOVECIENTOS 

CINCUENTA Y OCHO MIL CINCUENTA Y CUATRO PESOS ($122’958.054°°). 

 

7. En este orden, sin necesidad de ahondar en aspectos adicionales, la Sala 

dispondrá: (i) Actualizar los valores fijados en primera instancia por concepto de 

perjuicios materiales hasta la fecha de esta sentencia y (ii) confirmar en lo demás 

la decisión de primera instancia. Costas en esta instancia a favor de la parte 

demandante. Como agencias en derecho se fijará por la magistrada ponente un 

valor de $2’000.000ºº que equivale a 2 SMLMV. 

 

DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, la Sala Segunda de Decisión Civil del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: MODIFICAR los literales a y b del ordinal “PRIMERO” de la sentencia 

impugnada, en el sentido de indicar que la suma actualizada por concepto de 

perjuicios materiales, quedará así:  

 

a) Por daño emergente a favor de Jorge Alberto Cadavid Zuluaga, la suma 

de SETENTA Y OCHO SEISCIENTOS TREINTA PESOS ($78.630°°), la cual 

generará un interés civil del 6% anual a partir de la ejecutoria de la 

sentencia. 

b) Por lucro cesante consolidado y futuro a favor de Jorge Alberto Cadavid 

Zuluaga, la suma de CIENTO VEINTIDÓS MILLONES NOVECIENTOS 

CINCUENTA Y OCHO MIL CINCUENTA Y CUATRO PESOS 
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($122’958.054°°), la cual generará un interés civil del 6% anual a partir 

de la ejecutoria de la sentencia. 

 

SEGUNDO: En lo demás, por las razones expuestas en esta providencia, la 

decisión apelada permanece incólume.  

 

TERCERO: Condenar a la parte demandada a pagar las costas en esta instancia. 

Las agencias en derecho se fijan en $2’000.000ºº, equivalente a 2 smlmv. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

MARTHA CECLIA LEMA VILLADA 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 


